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Introducción: las políticas de medios y la investigación de políticas 

de medios1 

 

Manuel Puppis e Hilde Van den Bulck 

El análisis de las políticas de medios se propone "examinar las formas en que se 

generan e implementan las políticas en el campo de la comunicación, así como sus 

repercusiones o consecuencias para el campo de la comunicación como un todo". 

(Hansen, Cottle, Negrine y Newbold, 1998, p. 67). 

 

El tema: las políticas de medios y comunicación 

La políticas de medios y comunicación pueden no recibir la misma atención que las 

políticas de migración o transporte por parte de los responsables políticos, los medios 

y el público en general. Sin embargo, es un área de políticas involucrada con aquello 

que está en el corazón de la sociedad contemporánea: la información, las noticias y la 

producción cultural, la creación de significados y la curación y distribución de 

contenidos y servicios a individuos. A continuación, presentamos definiciones de las 

políticas de medios y comunicación y conceptos relacionados como la regulación y la 

gobernanza de los medios, discutimos las diferentes dimensiones de las políticas y 

nos enfocamos en las peculiaridades de las políticas de medios y comunicación. 

Políticas de medios, regulación y gobernanza 

Tradicionalmente, el campo de las políticas de medios se definía por los medios 

masivos de comunicación (aquello que ahora llamamos legado): la prensa escrita, la 

radiodifusión y, en cierta medida, el cine, y se distinguía claramente del campo de las 

políticas de telecomunicaciones (Pool, 1983). Sin embargo, la digitalización condujo a 

una convergencia tecnológica que, combinada con desarrollos políticos, económicos y 

culturales, hizo que esta distinción quedara obsoleta y derribara los límites entre los 

medios, las telecomunicaciones y otros aspectos de la comunicación y la información. 

Como afirman Price, Puppis y Verhulst (2013), “los límites que separan otros campos 

de políticas, como las políticas de telecomunicaciones, las políticas de 

comunicaciones, las políticas de tecnología de la información e incluso las políticas 

culturales, se están volviendo cada vez más porosos a medida que la digitalización, la 

convergencia y la globalización de las tecnologías de las comunicaciones difuminan 

las distinciones tecnológicas y regulatorias tradicionales”.  

Los debates sobre el enfoque y los términos apropiados continúan. Mientras que 

algunos académicos prefieren el término políticas de comunicación y consideran que 

estas abarcan tanto la comunicación de masas como la individual, otros argumentan 
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que políticas de medios es un concepto más útil, ya que se enfoca en las 

organizaciones de medios y la comunicación mediada sin excluir cuestiones de 

tecnología, infraestructura y comunicación en línea (Puppis, 2010b). Por ahora, ambos 

términos se usan, a menudo, como sinónimos. En otro intento por delinear el campo, 

Braman (2004) se centra principalmente en la distinción entre medios e información. Si 

bien las políticas de información se dedican a la formulación de políticas relacionadas 

con “una cadena de producción de información que incluye la creación, el 

procesamiento, los flujos y el uso de la información”, considera las políticas de medios 

como un subcampo distinto que se relaciona con “aquellas tecnologías, procesos y 

contenido por los cuales el público en sí mismo está mediado” (Braman, 2004, p. 153). 

En consecuencia, las políticas de información son un concepto de mayor alcance que 

las políticas de comunicación y/o de medios de comunicación. 

Los académicos no solo se enfrentan a diferentes conceptos de políticas, sino también 

a una terminología diferente. Términos como políticas de medios y regulación de 

medios a veces se usan indistintamente; nuevos conceptos como la gobernanza de los 

medios pueden aumentar la confusión. Sin embargo, resulta significativo hacer una 

distinción entre, por un lado, el nivel ideológico más abstracto de paradigmas de 

políticas mediante el cual se informa la política de medios y, por otro lado, el nivel de 

implementación de políticas de medios a través de la regulación y la gobernanza (Van 

den Bulck, 2018; ver Fig.1.1).  

 

 

 

  

 

 

Fig. 1.1. Paradigmas de políticas, políticas de medios y regulación de medios 

De hecho, las políticas de medios emanan de y reflejan visiones paradigmáticas más 

abstractas sobre la relación entre el Estado, la sociedad y los medios. Los paradigmas 

de políticas proporcionan “un conjunto general de ideas que especifican cómo se 

perciben los problemas, qué objetivos se pueden alcanzar a través de la política y qué 

tipo de técnicas se pueden utilizar para alcanzar esos objetivos. (...) estructuran la 

forma en que los responsables de la formulación de políticas ven el mundo y su papel 

dentro de él” (Hall, 1992, pp. 91-92). Por lo tanto, los paradigmas de políticas y las 

ideas cognitivas y normativas que conllevan juegan un papel importante en la 

explicación de la política de medios y sus principios rectores (Künzler, 2012; véase 

también Napoli, 2001). Los paradigmas y los principios rectores configuran, por 

ejemplo, el papel del Gobierno que se considera deseable en la organización de los 

sistemas de medios locales, regionales, nacionales, inter y transnacionales. Las 

"cuatro teorías de la prensa" (Siebert, Peterson y Schramm, 1956) podrían 

considerarse como tales paradigmas generales. Por ejemplo, las políticas de medios 

basadas en un paradigma liberal favorecen los llamados principios de libre mercado y 
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se oponen a la intervención sobre el mercado que vaya más allá de salvaguardar la 

competencia económica, resultando posiblemente en una comercialización 

intensificada del sistema de medios. En contraste, las políticas que funcionan desde 

una visión paradigmática de la responsabilidad social enfatizarán la responsabilidad 

del Estado, lo que puede resultar en una política de medios que favorezca a las 

instituciones de medios de servicio público y subsidios para la prensa. 

Varios autores han procurado distinguir fases en la historia de la política de medios y 

argumentan que estas están dominadas por paradigmas particulares. 

Por ejemplo, van Cuilenburg y McQuail (2003) proponen tres fases: el paradigma de 

las políticas para una industria de las comunicaciones emergente hasta la Segunda 

Guerra Mundial (1939 -1945); el paradigma de la política de medios de servicio 

público, que duró hasta la década de 1990; y la fase actual caracterizada por la 

turbulencia tecnológica y económica. Sin embargo, incluso en un período de tiempo 

dominado por políticas de medios de servicio público, se desarrollan otras políticas 

encuadradas en diferentes paradigmas, por ejemplo, combinando medios de servicio 

público fuertes con la responsabilidad de apoyar el ámbito de los medios comerciales 

(por ejemplo, Van den Bulck & Donders, 2014) o con principios de libre mercado en 

referencia a la prensa o las telecomunicaciones. Como tales, las politicas de medios 

colectivas sobre un sistema de comunicación en un momento dado presentan políticas 

desarrolladas desde varios paradigmas que los investigadores de políticas deben 

identificar.  

Teniendo en cuenta la influencia de los paradigmas políticos, las políticas de medios 

pueden conceptualizarse como "el campo más amplio en el que circulan suposiciones 

e ideas en competencia sobre la estructura, la conducta y el rendimiento deseables de 

los sistemas de medios". Abarcan la formulación e implementación de reglas y 

decisiones colectivamente vinculantes que tienen como objetivo dar forma a los 

sistemas de medios (Puppis, 2016, p. 2; ver también Freedman, 2008). La definición 

enfatiza que las políticas de medios no solo tratan del resultado de la formulación de 

políticas, sino también del proceso de formulación e implementación de reglas (lo que 

implica la participación e interacción de diferentes actores que persiguen objetivos 

potencialmente competitivos) que tiene lugar dentro de estructuras institucionales 

específicas (Freedman, 2008). Por lo tanto, es útil distinguir tres dimensiones de lo 

político (Kaid y Holtz-Bacha, 2008; Patzelt, 2003; Puppis, 2010b), a saber, polity (las 

estructuras políticas), politics (el proceso político) y policy (las decisiones políticas 

resultantes)2. 

• La polity se refiere a las condiciones estructurales e institucionales que permiten y 

limitan la acción política, es decir, a la forma en que se organiza un sistema político. 

Por lo tanto, nos recuerda los diferentes modelos de sistemas políticos que configuran 

la formulación de políticas de medios, por ejemplo, la diferenciación seminal de 

Lijphart (1984) entre los sistemas políticos mayoritarios y de consenso. Polity es el 

cauce metafórico en el que fluye el proceso político. 

                                                                   
2 N. d e la T.: se conservan los términos en inglés, dado que en castellano las tres dimensiones se traducen como 

“política”. En el resto del artículo, politics se traduce generalmente como “política” y policy, como “políticas”.  
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• Politics denota este proceso de formulación e implementación de reglas, así como la 

lucha de poder entre varios actores con diferentes intereses e ideologías que tratan de 

influir en las decisiones políticas. Citando a Freedman (2008, p. 1), la política de 

medios “es un fenómeno profundamente político”. El enfoque basado en etapas para 

la toma de decisiones que divide el ciclo de políticas en la definición de problemas, el 

establecimiento de agenda, la formulación de políticas, su implementación y 

evaluación es una valiosa heurística para identificar diversos actores y comprender su 

participación en las diferentes etapas de la formulación de políticas (Anderson, 1975; 

Jones, 1970; Lasswell, 1956; Windhoff-Héritier, 1987). 

• Finalmente, la policy describe el resultado real del proceso de formulación de 

políticas, es decir, las decisiones políticas vinculantes colectivamente que se 

implementarán. Es común distinguir entre políticas distributivas, redistributivas y 

regulatorias (Lowi, 1964). 

La regulación de los medios, a su vez, es un concepto más acotado que las políticas 

de medios y se refiere a los instrumentos específicos que se implementan en las 

organizaciones de medios para lograr objetivos específicos de política (Freedman, 

2008; Puppis, 2016). Dicho esto, no consideramos la regulación en el sentido estricto 

de solo la legislación de comando y control3. Las herramientas regulatorias disponibles 

para intervenir en los sistemas de medios son múltiples. Una definición ampliamente 

compartida entiende la regulación legal como una influencia deliberada del Estado que 

abarca no solo los regímenes basados en normativa sino todas las acciones 

diseñadas para influir en el comportamiento industrial o social, incluidos los incentivos 

económicos y el suministro de información (Baldwin, Cave y Lodge, 2012). Por 

ejemplo, el Gobierno y el parlamento pueden decidir cumplir ciertos objetivos de 

política a través de obligaciones y requisitos (por ejemplo, regular el mandato de las 

instituciones de medios de servicio público o neutralidad de la red), subsidios (por 

ejemplo, establecer un fondo para la financiación de películas independientes o la 

prensa) o campañas de información pública (por ejemplo, programas de alfabetización 

mediática). En muchos países, el poder regulador se ha delegado a organismos 

públicos especializados que gozan de cierto grado de autonomía del Gobierno. 

Mientras en los Estados Unidos se desarrollaron más tempranamente, en Europa las 

llamadas agencias reguladoras independientes se convirtieron en actores clave en la 

formulación de políticas después de la liberalización en los años ochenta y noventa 

(Gilardi, 2005; Jordana y Levi-Faur, 2004). Lo mismo es cierto para la radiodifusión y 

las telecomunicaciones (Puppis y Maggetti, 2012; Van den Bulck, 2015). 

Otro concepto que ha recibido atención creciente es la gobernanza de los medios (por 

ejemplo, d’Haenens, Mansell y Sarikakis, 2010; Ginosar, 2013; Karppinen y Moe, 

2013; Meier, 2018; Saurwein, Just y Latzer, 2015; Van den Bulck, 2015). La 

gobernanza de los medios es más amplia que la regulación legal tradicional (o lo que 

también se puede clasificar como "gobierno") y abarca "la totalidad de las formas que 

tienen las reglas cuyo objetivo es organizar los sistemas de medios" (Puppis, 2010a, p. 

138). Por lo tanto, la gobernanza refleja una ubicación cambiante del poder hacia 

nuevos actores y foros (Freedman, 2008) y cubre una gama mucho más amplia de 

esfuerzos de gobierno por parte de actores públicos y privados, lo que resulta en una 
                                                                   
3 N. de la T.: por comando y control se entiende al proceso político de regulación estatal formal basada en leyes, 

reglamentos y resoluciones administrativas. 
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extensión horizontal y vertical del gobierno (Puppis, 2010a). La extensión horizontal 

enfatiza que la gobernanza cubre la regulación legal, la autorregulación y la co-

regulación. La autorregulación implica que una organización a nivel industrial 

establece las normas y estándares relacionados con el comportamiento de las 

empresas en la industria de los medios. La co-regulación se refiere a la 

autorregulación con un nivel de control del Gobierno. Si bien se considera que la 

regulación legal de los medios tiene problemas para hacer frente al cambio social y de 

los medios, se cree que la auto-regulación y la corregulación ofrecen una serie de 

ventajas, que incluyen flexibilidad, rentabilidad y experiencia, así como una solución 

más fundamental al dilema de cómo conciliar la regulación de los medios con la 

libertad de los medios. Sin embargo, la autorregulación y la co-regulación también 

implican ciertos riesgos, inherentes a la maximización de las ganancias económicas de 

las empresas reguladas, entre otros. La extensión vertical gira en torno al movimiento 

hacia la gobernanza multinivel. La evolución de los medios globalizados y la necesidad 

de formular políticas a este respecto quedan fuera de las estructuras políticas 

tradicionales como el Estado-nación (Hajer, 2003). Además, en Europa, la evolución 

de la Unión Europea y su integración regional dieron como resultado un nuevo nivel de 

gobernanza. Comprender procesos y resultados de políticas de medios particulares, 

por lo tanto, se ha vuelto ciertamente más complicado (por ejemplo, Van den Bulck, 

2017). 

¿Qué tienen de peculiar las políticas de medios? 

Si bien los problemas de políticas, los mecanismos y los procesos son, hasta cierto 

punto, similares en varios campos de políticas, estamos de acuerdo con Just y Puppis 

(2012) en que el campo de las políticas de medios tiene una serie de peculiaridades. 

Algunas de estas están relacionadas con las especificidades de los medios como 

tema, otros con la naturaleza particular de sus políticas. Nos centramos aquí en 

algunas de estas peculiaridades. Quizás la más importante es que los medios, la 

información y la comunicación ocupan una posición central en todos los sectores de la 

sociedad y en la vida cotidiana de las personas. Las organizaciones de medios 

involucradas en la producción y distribución de noticias y entretenimiento, así como los 

nuevos intermediarios, tal es el caso de los motores de búsqueda y las redes sociales 

que toman un papel cada vez más importante en la curación de contenido, organizan y 

ponen en circulación temas, actores, puntos de vista y discursos. Los lectores y los 

televidentes los utilizan para dar sentido a su mundo y les permiten contribuir como 

ciudadanos al debate público en y a través de los medios de comunicación (Allan, 

2010a, 2010b; Dahlgren, 1995). Por lo tanto, las políticas de medios y comunicación 

son especialmente significativas ya que impactan en la creación, el procesamiento, la 

difusión y el uso de la información y la comunicación (Bauer, Kim, Mody y Wildman, 

2005; Napoli, 1999). Como tales, las políticas pueden generar un impacto significativo 

en las personas, la cultura, la sociedad y la democracia (Garnham, 1992; Napoli, 1999, 

2007). Después de todo, los sistemas de medios no emergen naturalmente, sino que 

se crean políticamente (Freedman, 2008; McChesney, 2008). Al mismo tiempo, los 

gobiernos y el público tienden a dar poca prioridad a los problemas de los medios y las 

políticas de comunicación, en comparación con temas como el crecimiento económico 

y la inflación, la energía verde o el bienestar (Just y Puppis, 2012).  
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Las políticas de medios y comunicación, además, son inusuales en el sentido de que 

tratan con un tema peculiar: los medios son similares y diferentes de otras industrias 

porque son entidades económicas con un cierto valor de cambio y entidades 

socioculturales y políticas con un cierto valor de uso (Murdoch y Golding, 2005; 

Puppis, Simpson y Van den Bulck, 2016; Van Gompel, Van den Bulck y Biltereyst, 

2002). Como entidades económicas, las características de producción de los medios 

empujan hacia economías de escala y de gama, lo que resulta en una mayor 

concentración y consolidación de los medios. Sin embargo, difieren de otras 

producciones de mercancías básicas en que fabrican bienes que son centrales para la 

creación de una esfera pública en las sociedades democráticas, lo que determina su 

valor de uso sociocultural y político.  

Finalmente, la política de medios difiere de otros campos de políticas no solo por el 

asunto del que tratan, sino también con respecto al papel que juegan los medios en la 

formulación de políticas, afectando las relaciones de poder y la "política" (politics) de la 

formulación de políticas de medios. A diferencia de otros campos de políticas, las 

organizaciones de medios no son simplemente intermediarios "neutrales", sino que se 

ven afectadas por la regulación que plantea preguntas importantes con respecto a la 

cobertura de la política de medios (Ali y Puppis, 2018). Los medios “están en una 

posición ideal para controlar la percepción pública, o la falta de ella, de cualquier 

posible debate sobre el control y la estructura de los medios” (McChesney, 2008, p. 

350). Esto puede conducir al sesgo de las políticas de medios y al silencio de las 

políticas de medios (Freedman, 2010), cambiando en última instancia el poder de 

diferentes actores en la política (politics) de las políticas de medios. 

El campo de la investigación: investigación de políticas de comunicación 

y medios 

Estas peculiaridades de las políticas de comunicación y medios plantean desafíos 

únicos para la investigación de políticas de comunicación y medios y “una carga 

analítica más compleja que el análisis en otras áreas de política” (Napoli, 1999, p. 

568), afectando el diseño, los métodos, el análisis de datos y la relación con los 

responsables políticos, como se explorará a lo largo de este libro. Como 

consecuencia, el análisis de las políticas de medios requiere la comprensión de varios 

temas políticos, tecnológicos, económicos y culturales relacionados con los medios. 

Por lo tanto, el campo de investigación ha sido multidisciplinar e interdisciplinario 

desde el principio (Just y Puppis, 2012). La digitalización y la convergencia lo han 

fortalecido aun más (véase el Capítulo 3 de Donders & Van Audenhove). A 

continuación, ofrecemos una breve descripción de la investigación de políticas de 

comunicación y medios y cómo se desarrolló y continúa desarrollándose el campo de 

investigación. 

Una definición de investigación de políticas de medios 

Lasswell (1970) definió las ciencias políticas como el conocimiento del proceso de las 

políticas y el conocimiento en el proceso de las políticas. Mientras que el primero se 

refiere a hacer una investigación real sobre las políticas de medios y comunicación, el 

segundo implica el papel de los investigadores como informantes (colaboradores) en la 

formulación de políticas de medios y comunicación (Just & Puppis, 2012).  
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Las definiciones acerca de investigar sobre las políticas de comunicación y de medios 

varían de lo general a lo muy específico. Rowland (1984, p. 423), por ejemplo, define 

la investigación de políticas de comunicación como el estudio de cómo y por qué "las 

sociedades y los gobiernos toman decisiones sobre los propósitos, la propiedad, el 

control, el apoyo y la orientación de sus instituciones mediáticas y servicios". Van 

Cuilenburg y McQuail (2003, pp. 183-184) proporcionan una enumeración más 

detallada de los temas de investigación de políticas de comunicación, mencionando 

específicamente: 

[…] Las metas u objetivos a perseguir; los valores y criterios a través de los 

cuales se definen o reconocen los objetivos; los diversos servicios de 

comunicación y contenidos a los que se aplican las políticas; los diferentes 

servicios de distribución (principalmente publicaciones impresas, cable, 

distribución por satélite y radiodifusión y telecomunicaciones); y finalmente, 

las medidas de políticas apropiadas y los medios de implementación 

(principalmente incorporados en la ley, la regulación, la autorregulación o 

prácticas de mercado). 

Como tal, la investigación de políticas de medios tiene como objetivo analizar 

decisiones políticas particulares e instrumentos reguladores por derecho propio y los 

diversos aspectos del proceso der las políticas que conducen a tales decisiones. Esto 

incluye identificar a las partes interesadas (stakeholders) con un interés particular en el 

resultado de una política específica, analizar varios puntos de vista y posiciones sobre 

el tema de las políticas y cómo se relacionan con creencias paradigmáticas más 

amplias, mapear foros relevantes donde se llevan a cabo debates clave y comprender 

los pasos formales e informales en negociaciones hacia una decisión de política (Van 

den Bulck, 2013; Hutchinson, 1999; Blakie y Soussan, 2001, ver Capítulo 26 de Van 

den Bulck). 

Es exactamente este enfoque en el proceso de formulación de políticas y los patrones 

y tendencias en los medios y las políticas de comunicación el que critican Kunkel y 

Farinola (2001, p. 413), argumentando que el campo de investigación debe incluir 

todos los “estudios con hallazgos que informan a los responsables de las políticas de 

comunicación sobre cuestiones importantes” y debe “abarcar prácticamente cualquier 

subdivisión del área de interés” en estudios de comunicación. Nos permitimos diferir. 

Obviamente, toda buena investigación en comunicación puede producir hallazgos que 

sean políticamente relevantes y los académicos no deben evitar informar a los 

responsables políticos. Sin embargo, a pesar de la ampliación del campo de los 

estudios de políticas de medios, hacer una investigación en comunicación que sea 

relevante para la política o que muestre la necesidad de una regulación no es lo 

mismo que investigar sobre las políticas de comunicación y medios. Si bien 

apreciamos que en ciertos casos los límites son porosos, este libro no está interesado 

en (métodos para) comprender la tecnología o cómo los niños usan los medios, sino 

en métodos para comprender la formulación de políticas en este y otros aspectos. 

Historia y desarrollo de la investigación de políticas de medios 

La narración en profundidad de la historia de las políticas de medios y de 

comunicación, así como su estudio, están fuera del alcance de este libro y del 

presente capítulo. Sin embargo, se pueden hacer algunos comentarios generales. 



8 

 

Varios autores rastrean el inicio de la formulación de políticas de comunicación y de 

medios no en el surgimiento de los medios de comunicación tradicionales sino en la 

aparición de las telecomunicaciones (telegrafía, telefonía, radiotelegrafía) a mediados 

del siglo XIX (por ejemplo, Van Cuilenburg y McQuail, 2003). Esto, a su vez, inició la 

idea de un estudio sistemático de la formulación de políticas que coincidió con el 

nacimiento del Estado de bienestar burocrático (Braman, 2003a). Si bien las primeras 

políticas de medios se caracterizaron por decisiones ad hoc, también condujeron al 

desarrollo de regímenes regulatorios diferenciales para la prensa, la radiodifusión y el 

transporte común basados en la tecnología de distribución (Pool, 1983; van Cuilenburg 

y McQuail, 2003). La llegada de la digitalización y la posterior convergencia 

tecnológica, económica, productiva y funcional, ocasionaron dolores de cabeza 

considerables tanto para los hacedores de políticas como para los investigadores de 

esos temas.  

Después de la Segunda Guerra Mundial (1939-1945), floreció la investigación 

relacionada con las políticas (Braman, 2003a; Rowland, 1984). El "padre fundador" 

generalmente aceptado, aunque cuestionado, fue Harold D. Lasswell, quien comenzó 

a trabajar en las ciencias políticas en la década de 1950 y consideró que un enfoque 

de políticas era crucial para el desarrollo de los estudios de comunicación en general. 

Lasswell (1951, 1970) enfatizó que la investigación de políticas debe ser 

multidisciplinaria, orientada a los problemas, sensible al contexto y normativa, al 

tiempo que destacó la importancia de proporcionar conocimiento para la formulación 

de políticas como clave para mejorar la democracia. Esto último provocó que se lo 

criticara por ser "una figura contradictoria, a la vez positivista y cargada de valores, 

elitista y democrática, heroica e inverosímil" (Farr, Hacker y Kazee, 2006, p. 579). 

Otros (por ejemplo, Rowland, 1984) lo encontraron demasiado positivista, formalista y 

negligente del "porqué" de las decisiones políticas particulares. 

Los partidarios de Lasswell consideran esto como una mala interpretación y enfatizan 

que contrarrestó una lógica positivista (por ejemplo, Torgerson, 1985). Esta disputa 

(pre)anuncia el debate en curso sobre el estado de la investigación de políticas de 

comunicación en general y la relación entre las principales corrientes de estudios en 

comunicación y la investigación de políticas en particular, encarnada en la "batalla" en 

curso entre la investigación administrativa y la crítica (ver más abajo). 

Sin embargo, los monopolios en los mercados de medios y de comunicación 

despertaron relativamente poco interés académico en analizar este campo de políticas 

hasta la década de 1970, cuando el auge de los medios nacionales y la formulación de 

políticas de comunicación coincidieron con el despegue de las ciencias de la 

comunicación y las ciencias políticas (Harms, 1977; Schiller, 1975). En consecuencia, 

solo durante ese tiempo “las políticas de comunicación han surgido como un campo de 

investigación” (Pool, 1974, p. 31). Hasta el día de hoy, la liberalización de los 

mercados de medios (Gibbons & Humphreys, 2012) y los desarrollos tecnológicos han 

sido importantes aceleradores de la formulación de políticas de medios y 

comunicación y de la investigación sobre la formulación de políticas de medios 

(Reinard y Ortiz, 2005). La digitalización y la convergencia de los medios de 

comunicación tradicionales y las tecnologías y mercados de telecomunicaciones 

iniciaron la búsqueda de un nuevo paradigma de política de comunicaciones (Latzer, 

1998; van Cuilenburg y McQuail, 2003) tanto en la formulación de políticas como en el 
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estudio de este tema. Los expertos en políticas también se vieron obligados a mirar 

más allá de su enfoque tradicional en los medios de comunicación de masas hacia los 

sistemas de telecomunicaciones e información para comprender la formulación de 

políticas de medios (Mueller, 1995; van Cuilenburg y Slaa, 1993). Es ciertamente justo 

decir que, hoy, analizar las políticas de comunicación y medios es “un área 

significativa de investigación y teoría en los estudios de comunicación” (Reinard y 

Ortiz, 2005, p. 594). 

Conceptos erróneos de la investigación de políticas de medios 

Uno de los debates más antiguos y duraderos pero, en nuestra opinión, improductivos 

sobre la naturaleza y las implicaciones de los estudios de comunicación gira en torno a 

una distinción entre la llamada investigación administrativa y la crítica. Este debate 

reverbera fuertemente en el campo de investigación de los medios y las políticas de 

comunicación a lo largo de su historia.  

Los términos y la oposición fueron acuñados por Paul Lazarsfeld (1941) quien 

identificó como investigación administrativa aquellos estudios que son financiados por 

los gobiernos y el mundo corporativo y que investigan cómo los medios de 

comunicación, aquí vistos como “herramientas manejadas por personas u organismos 

para determinados propósitos” (p. 2), pueden entenderse mejor, así como facilitarse su 

uso. En contraste, la investigación crítica se acuñó para referirse a estudios que están 

interesados en “el papel general de nuestros medios de comunicación en el sistema 

social actual” (p. 9). Cuando se discute el artículo original de Lazarsfeld, la tradición 

anterior a menudo se considera más empírica, la segunda más normativa. Con 

respecto a la investigación relevante para los medios y las políticas de comunicación, 

esto ha llevado, en palabras de Just y Puppis (2018, p. 328) a: 

…afirmar que la investigación de políticas de comunicación es 

principalmente normativa, no empírica y descriptiva, y en consecuencia 

ofrece pocas ideas para los responsables políticos. En conjunto, ha 

prevalecido la crítica generalizada e indiferenciada, oscureciendo gran parte 

de los méritos y contribuciones más amplios de la investigación de políticas 

de comunicación. En particular, la economía política crítica ha recibido una 

gran cantidad de críticas hasta el punto de la tergiversación [...], mientras 

que los enfoques más positivistas han tenido más éxito al describirse a sí 

mismos como objetivos, imparciales y libres de valores. 

Refiriéndose a Napoli y Friedland (2016) y Katz y Katz (2016), entre otros, Just y 

Puppis (2018) sostienen que la separación entre ambas tradiciones de investigación 

muchas veces se ha exagerado y que, de hecho, el campo de la investigación de 

políticas de medios y comunicación ha hecho grandes progresos, avanzando más allá 

de esa discusión. En la actualidad, se entiende que Lazarsfeld nunca consideró que 

debía hacerse una distinción entre la investigación empírica y la no empírica (Braman, 

2003b). La diferencia principal no se refiere tanto al enfoque y/o los métodos de los 

estudios, sino a la selección del problema a investigar y las preguntas a formular (Just 

y Puppis, 2012). Mientras que la investigación administrativa está contribuyendo a la 

legitimación y la mejora de los sistemas y estructuras de poder existentes, la 

investigación crítica está orientada a cuestionar esos sistemas y estructuras de poder 

y el papel de los medios en el mantenimiento del status quo (Melody y Mansell, 1983). 
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Por lo tanto, en lugar de impulsar el debate de uno u otro, sería mucho más fructífero 

buscar formas de incorporar ambos aspectos en la investigación de políticas de 

medios. La investigación de políticas de medios debe apuntar a combinar la 

comprensión con una postura crítica y permitir que la conceptualización normativa y 

teórica de la política de medios 'se comunique' productivamente con evidencia 

empírica que, a su vez, puede tomar muchas formas más allá de una interpretación 

positivista estrecha, como lo ilustra la riqueza de enfoques metodológicos para la 

recopilación y análisis de datos en este libro. 

La elaboración de políticas basadas en evidencia y sus limitaciones 

Una tendencia en la formulación de políticas (de medios) que ayuda a romper la 

dicotomía administrativa/crítica es la creciente importancia de la formulación de 

políticas basadas en evidencia. Según Howlett (2009, p. 153), la formulación de 

políticas basadas en evidencia representa un esfuerzo contemporáneo por reformar o 

reestructurar los procesos de políticas con el fin de priorizar la toma de decisiones 

basadas en evidencia o datos. Se basa en un modelo racional de actores para la 

formulación de políticas, que refleja la “influencia continua de la fe ‘modernista’ en el 

progreso informado por la razón” (Sanderson, 2002, p. 1). Parsons (2002) explica que, 

com ideal, la formulación de políticas basadas en la evidencia es tan antigua como los 

estudios de políticas por derecho propio, como se puede observar desde la mención 

temprana que Lazarsfeld (1941) hace a la investigación administrativa y de la 

convicción original de Lasswell (1951) de que la formulación de políticas y la 

democracia se benefician de una estrecha interacción entre investigadores 

(productores de conocimiento) y formuladores de políticas. Sin embargo, la 

formulación de políticas basadas en la evidencia ganó prominencia realmente a fines 

de la década de 1990 y a principios de la década de 2000, cuando, entre otros, el 

nuevo gobierno laborista de Tony Blair modernizó la administración británica con el 

credo “el conocimiento es poder” (Parsons, 2002, p. 43). Impulsado aun más por el 

enfoque de la Unión Europea para la formulación de políticas y por el 

multisectorialismo (Donders & Raats, 2012), la formulación de políticas basadas en 

evidencia ha ganado terreno en Europa y más allá (por ejemplo, Australia, ver Marston 

& Watts, 2003; ver Capítulo 31 por Flew & Lim). Muchos autores (por ejemplo, 

Braunstein, Plumb y Warburton, 2012; Chernyavskaya, 2015) enfatizan la necesidad 

de una formulación de políticas basada en la investigación, especialmente en áreas 

donde los estudios apuntan en direcciones diferentes a las políticas establecidas, 

donde los investigadores pueden dar voz a los afectados por las políticas, y donde la 

evidencia puede ayudar a combatir el pánico moral y los prejuicios. 

Sin embargo, este enfoque tiene algunas dificultades serias (por ejemplo, Freedman, 

2008; Howlett, 2009; Marston y Watts, 2003). Primero, es dudoso que la formulación 

de políticas basadas en la evidencia, por definición, conduzca a mejores decisiones, 

dada la complejidad de medir el impacto de los medios y la comunicación en la cultura, 

la economía o el público. En segundo lugar, existe una diferencia entre proporcionar 

evidencia e imparcialidad. La idea de que la formulación de políticas basada en 

evidencia está “libre de sesgos o desprovista de intereses políticos es muy dudosa” 

(Freedman, 2008, p. 99) ya que los hechos y los resultados de la investigación se 

pueden utilizar de forma selectiva. Tercero, la formulación de políticas basadas en 
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evidencia amenaza con limitar la influencia de los grupos con menos recursos al 

privilegiar datos cuantitativos a gran escala (Freedman, 2008). 

Existe el riesgo de que la política 'basada en la evidencia' se convierta en un 

medio para que las élites políticas aumenten su control estratégico sobre lo 

que constituye el conocimiento acerca de los problemas sociales de una 

manera que devalúa las formas tácitas de conocimiento, la sabiduría 

basada en la práctica, el juicio profesional y las voces de ciudadanos 

comunes (Marston y Watts, 2003, p. 158). 

Finalmente, los gobiernos tienden a carecer del conocimiento necesario y la capacidad 

analítica de las políticas para asegurarse de que la evidencia realmente conduzca las 

políticas.  

Quienes investigan sobre políticas de medios y comunicación necesitan tomar 

conciencia de estas dinámicas y los intereses creados involucrados en ellas (Melody y 

Mansell, 1983). Sería ingenuo suponer que todas las ideas de los investigadores serán 

recibidas con entusiasmo, especialmente si son amenazantes o demasiado alejadas 

de lo que se considera políticamente factible (Haight, 1983; Just y Puppis, 2012). Por 

ejemplo, Donders, Van den Bulck y Raats (2018), en su análisis de siete casos de 

formulación de políticas de medios de servicio público en Flandes desde 2010, 

demuestran el uso limitado de la evidencia por parte de los responsables políticos y su 

tendencia a elegir aquellos resultados de la investigación que se ajustan a su propia 

agenda ideológica. Por lo tanto, la forma en que los formuladores de políticas eligen 

selectivamente los hallazgos de la investigación merece un examen (Just & Puppis, 

2018). Además, los académicos no pueden evitar que la investigación se utilice para 

legitimar las decisiones que ya se han tomado (Braman, 2008; Buckingham, 2009; 

Napoli y Seaton, 2007). Sin embargo, eso no debería impedir que los académicos 

señalen problemas, aporten nuevas ideas y propongan soluciones alternativas para 

problemas de políticas. En última instancia, la investigación tiene el potencial de 

contribuir a una formulación de políticas mejor informada (Braman, 2003a). 

Conclusión 

Es justo decir que la formulación de políticas de medios y su estudio han alcanzado 

una etapa de madurez y, al mismo tiempo, enfrentan nuevos cambios y desafíos, 

como explica el Capítulo 3 de Donders y Van Audenhove. Como área de política, está 

en el corazón de los cambios en la sociedad contemporánea, ya que la creación de 

significado, la curación y la distribución de la información evolucionan continuamente y 

afectan la vida de las personas y de las sociedades. El estudio de las políticas de 

medios sigue su ejemplo, habiendo alcanzado una etapa similar de madurez. Por lo 

tanto, más que nunca tenemos que buscar mejorar la calidad de nuestros estudios, en 

particular, actualizando permanentemente nuestra caja de herramientas. Con este fin, 

este libro proporciona información sobre una gran cantidad de métodos. Sin embargo, 

antes de que podamos entrar en los detalles de cada método, debemos observar el 

proceso de análisis de la política de medios: los diversos pasos a seguir al realizar 

dicho análisis. Este es el enfoque del próximo capítulo. 


